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Expte. 96

reg. int. O2 (S)

En la ciudad de Necochea, a los 05 días del mes de febrero de dos mil nueve, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial en Acuerdo Ordinario, a los efectos de dictar sentencia en los autos caratulados: “B., A.L. c/M., R. s/Incidente de Aumento Cuota Alimentaria” habiéndose practicado oportunamente el sorteo prescripto por los artículos 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código de Procedimiento Civil y Comercial resultó del mismo que la votación debía ser en el orden siguiente: Señores Jueces Doctores Oscar Alfredo Capalbo, Fabián Marcelo Loiza y Humberto Armando Garate.



El tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:



C U E S T I O N E S 



1a. ¿Es justa la resolución de f. 166?.



2a. ¿ Qué pronunciamiento corresponde?.



A LA PRIMERA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR CAPALBO DIJO:



I) Llegan los autos a este tribunal a fin de resolver el recurso de apelación deducido a f. 167 por el demandado, contra la providencia de f. 166 que aprueba en cuanto hubiere lugar la liquidación practicada por la actora a fs. 150/151vta. en la suma de pesos nueve mil seiscientos veintiuno con sesenta y un centavos ($ 9.621,61.-).



II) Se agravia el recurrente de la decisión atacada “toda vez que aprueba la liquidación practicada por la contraria no obstante adolecer de evidentes errores conceptuales”.



1. Aduce en primer término que “la actora añade a los importes que reclama, intereses calculados conforme la tasa activa del Banco de la Provincia de Buenos Aires, lo cual resulta equivocado”.



Sostiene que “el art. 622 del Código Civil establece a falta de intereses convenidos, los que las leyes especiales hubieran determinado, y en defecto de ellos, los que determinare el juez”. Alega que “de la mera lectura de las constancias obrantes en autos, resulta que no se verifica en autos la existencia de ninguno de los supuestos enumerados en el párrafo anterior”; por lo que, “no habiéndose fijado en autos interés alguno y en consecuencia, modalidad según la cual liquidarlos, no puede la actora proceder a su cómputo, engrosando así el monto reclamado, por su mero arbitrio, pues su accionar, a más de equivocado, deviene contrario a derecho”.



2. En el segundo punto de su memorial expresa que únicamente son susceptibles de aprobación aquellas liquidaciones que son ‘conforme a derecho’, requisito que, a su juicio, y por los motivos antes expuestos, no se cumple en autos. 



Refiere asimismo que el a quo ha variado diametralmente y sin fundamento alguno el criterio sostenido en “B., N. c/A., P. s/Inc. de Aumento de Cuota Alimentaria”, ratificado por la Alzada departamental.



3. Señala seguidamente que la actora desconoce con su proceder los lineamientos que la alzada ha fijado como criterio rector en la materia, esto es, la aplicación de la tasa pasiva.



4. A todo evento, expresa que “lo expuesto lo es sin perjuicio del criterio restrictivo sustentado en materia de intereses devengables por las cuotas alimentarias atrasadas, partiendo de la naturaleza de la obligación alimentaria, ajena al concepto de capital productor de intereses”.



5. Solicita en consecuencia, se rechace la liquidación practicada, mandándose efectuar nueva liquidación sin intereses, y a todo evento, con aplicación de la tasa pasiva.



III) 1. Previo a introducirme en el tratamiento de los agravios, cabe aclarar que en el caso de autos ante la intimación requerida por el alimentado a tenor de lo dispuesto por el art. 645 del CPC, el Sr. Juez a quo lo intima a practicar liquidación lo que se cumple a fs. 150/151vta., añadiéndose intereses a la tasa activa, aprobándose a f. 166 la liquidación practicada. 



Más allá de lo cuestionable del trámite a tenor del artículo citado, lo cierto es que por razones de economía procesal corresponde introducirse en la cuestión planteada de manera de dejarla ya definida, y en tanto ello fue consentido por las partes.



2. Como sostiene Aída Kemelmajer de Carlucci los caracteres propios que alejan en algunos aspectos la obligación alimentaria del resto de las obligaciones de contenido patrimonial, “...no la distancian a tal grado que impida sostener que se trata de una obligación de dar, cuya prestación es traducible en dinero”. Es por ello que su cumplimiento revestirá todas las características de cualquier otra obligación que tenga por objeto una suma de dinero, salvo las limitaciones que surjan del art. 374 y concs. CC. Con la claridad y profundidad de estilo que lo caracteriza, dice Lehmann: ‘El hecho de que la pretensión de alimentos tenga carácter familiar no supone, empero, que se niegue su carácter obligacional concurrente, en tanto supone una prestación’.” (autor cit., “Intereses y Obligación Alimentaria”, J.A. 1976-III, págs. 643/648; en comentario al Plenario de la Cám. Nac. Civ., 14/7/76, “Mesuraco de Marsiglia, Irma v. Marsiglia, Raúl O.”).



Como se sostuvo en dicho plenario, “la aplicación de esos criterios generales respecto de las obligaciones no encuentran obstáculo en la circunstancia de tratarse de una deuda alimentaria, ya que no existe motivo para apartarla de las reglas de derecho que gobiernan en materia de intereses en razón de tal naturaleza. Lo contrario implicaría la consagración de una injusticia ya que perjudicaría al alimentario por el solo hecho de ser acreedor de alimento, a la vez que también se beneficiaría el deudor por la sola circunstancia de serlo de alimentos, colocando en mejor situación a quien tiene una obligación de cumplimiento más imperioso y perentorio que otras, por derivar de las relaciones de familia y vincularse con la subsistencia del alimentado”.



En este sentido y en criterio que comparto se ha dicho que “ni la especial naturaleza asistencial del crédito por alimentos, ni el carácter estrictamente personal de la obligación, son razón suficiente para apartarse de las reglas de derecho que gobiernan las deudas de intereses “ (Cám. Civ. La Plata, 10278, RSD-150-4 S, 29-7-2004: JUBA sum. B255385).



3. Ahora bien, en autos la sentencia dictada, que se encuentra firme, nada dispuso respecto de los intereses. Siendo ello así no cabe computar intereses previos a su dictado (art. 166 1er. párr. CPC).



En tal sentido se ha pronunciado la jurisprudencia: “La liquidación a practicar en los autos debe adecuarse a las bases fijadas en la sentencia, por lo que si el actor consintió expresamente el fallo y no pidió aclaratoria sobre la omisión respecto del rubro intereses, es procedente la impugnación de la liquidación en punto al cómputo que de ellos se hiciera en el cálculo aritmético. (CC0002 SM, 50017, RSI-564-2, I,  28-11-2002, Juez MARES (SD), “Betancour, Orlando Joaquín c/Compañía Inmobiliaria Libertad S.A. s/Nulidad de Sentencia”, mag. votantes: Mares – Occhiuzzi civil y comercial B252512). En igual sentido: CC0201 LP, B 82991, RSI-363-96, I,  10-12-1996, “Multicompras c/Albo, Raúl Alfredo s/ Cobro sumario de australes” mag. votantes Sosa-Crespi, Civil y Comercial B353210; CC0203 LP, 89223, RSD-116-00, S,  18-5-2000, Juez FIORI (SD) “G., P. P. y P. G., P. s/Div. (67 bis) Inc. Ejec. de convenio” Mag. votantes: Fiori-Billordo Civil y comercial B201768.


4. Sí en cambio resulta procedente el reclamo de intereses devengados con posterioridad y derivados de la mora en el cumplimiento de la sentencia dictada. La irregularidad del procedimiento seguido, conforme ya se expusiera, no es obstáculo respecto de la mora operada luego de vencido el plazo otorgado por la sentencia de grado (arts. 508 y 509 Cód. Civ.; conf. Belluscio, Claudio, Prestación Alimentaria, ed. Universidad, Buenos Aires, 1ª. ed., 2006, p. 942). 



En suma, al aumento de cuota dispuesto han de añadírsele los intereses que correrán desde el día 11 de noviembre de 2006 (art. 622 Cód. Civ.).



En tal sentido: “Cuando los alimentos son mandados a pagar por sentencia y devengados con posterioridad a ella, nos encontramos en presencia de obligaciones de plazo cierto. La mora se produce por el solo vencimiento de los términos (art. 509, del Código Civil) y, en consecuencia, vencidos estos plazos en forma automática el deudor debe los intereses por aplicación de lo dispuesto en los arts. 508 y 622 del Código Civil.” (CCI Art. 509 | CCI Art. 508 | CCI Art. 622) (CC0203 LP, 89223, RSD-116-00, S, 18-5-2000, Juez FIORI (SD) “G., P. P. y P. G., P. s/ Div. (67 bis) Inc. Ejec. de convenio Mag. Votantes: Fiori-Billordo Civil y comercial B201768).



5. He de detenerme ahora en lo que concierne al tipo de tasa a aplicar en función de lo dispuesto por el artículo 622 primer párrafo, segundo supuesto del Código Civil; esto es: “si no se hubiere fijado el interés legal, los jueces determinarán el interés que debe abonar.”



En efecto, el criterio sustentado por la Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y de Garantías en lo Penal de este Departamento Judicial en los autos “Pueblas, Ana María c/De Mare, Gustavo Víctor y otro s/Ds.Ps”, expte. 7060, reg. int. 77 (S) del 24/8/06), (así votado por mis ahora colegas) y que se encolumna nada menos que con la jurisprudencia sentada por la Suprema Corte de esta provincia, impone una detallada fundamentación en tanto apartarse de ésta supone cierta excepcionalidad.



Y si bien tal doctrina ha sido mantenida por el Superior Tribunal de la Provincia en reiterados pronunciamientos (Ac. 43858 21-05-91 J.A., IV 3 AyS 1991 I-778; Ac. 43448 DJBA 142/191 AyS 1991 I-773; Ac. 48431 25-2-92, JUBA, sum. 41843; L 74228 19-02-03, JUBA, sum. B 47584; L 79649 14-4-04, JUBA, sum. B49296; entre otros), la razón de justicia que debe primar en toda decisión judicial impone analizar no sólo su aplicación al caso de autos, sino además si se mantienen las condiciones que llevaron a su dictado, evitando todo automatismo impropio de la función.



6. En efecto, sintéticamente los argumentos dados, aunque no en todos sus pronunciamientos y tampoco mediante fundamentos netos, lo que motivó la queja de la doctrina (ver v.gr. Bártoli: “La tasa de interés en la nueva doctrina de la casación bonaerense”, LL, 1991-IV, sección jurisprudencia pág. 4), fueron los siguientes: 1) la entrada en vigencia de la ley 23.928 y sus normas modificatorias y reglamentarias; 2) que la tasa activa tiene incorporado –además de lo que corresponde al precio del dinero un plus constituido por el costo financiero que se estimaba en ese momento desproporcionado por el sobredimensionamiento del sistema bancario y financiero; 3) que la tasa pasiva cubre la inversión ordinaria que cualquier institución bancaria le hubiera abonado; y en el caso que hubiera debido tomar un crédito debía probar su existencia, la relación causal entre el incumplimiento y la necesidad de tomar un empréstito y encausarlo por la vía adecuada.



7. No es ocioso recordar que ese criterio tuvo su origen histórico en un cierto contexto de política económica que fue asumido también por la Corte Nacional y celebrado, como luego se verá, por parte de la doctrina.



Ahora bien, esa postura tuvo su primera grieta a partir del caso “Banco Sudameris c. Belcam S.A. y Otra” (CSJN, mayo 17-994; LL 1994-C, p. 27/30), el cual abrió un camino que propongo transitar en orden a considerar su vigencia o tornar a la doctrina tradicional de nuestro Superior Tribunal en el sentido en que fuere expuesta por el Sr. Ministro de la Suprema Corte Dr. De Lázzari, en voto que conformara la mayoría en los autos “Banco Comercial Finanzas S.A. en liquidación B.C.R.A. Quiebra” (Ac. 77434, 19-04-06) cuando afirmó que “...Y si no existiera fijado ese interés por las leyes, los jueces habrán de determinarlos. Normalmente los tribunales han efectuado esa determinación, remitiendo a las tasas que cobran los bancos oficiales en diversas operaciones. Sin embargo, esta Suprema Corte tiene resuelto de antiguo que la admisión de la tasa bancaria, y entre ella, la de los bancos oficiales, es una pauta de comodidad, de certeza, mas no obligatoria. Para la fijación juegan otros principios tan valiosos como la compensación que debe recibir el acreedor, el enriquecimiento sin causa, reglas de moral y buenas costumbres y valores implícitos en los arts. 953 y 954 del Código Civil, a todo lo cual no pueden permanecer ajenos los jueces (Ac. 21.175, sent. del 23‑IX‑1975; Ac. 22.308, sent. del 22‑III‑1977). Menciono estos precedentes porque rescatan el marco de posibilidades con que cuentan los jueces para discernir la tasa. En este sentido, el art. 10 del dec. 941/1991 dispone: “En oportunidad de determinar el monto de la condena el Juez podrá indicar la tasa de interés que regirá a partir del 1 de abril de 1991, de modo de mantener incólume el contenido económico de la sentencia. En definitiva, la fijación de intereses es un instrumento que no solamente no se encuentra alcanzado por la prohibición del art. 7 de la ley 23.928 sino que aparece como expresamente autorizado en el decreto referido, como arbitrio librado al criterio judicial".



Dicho arbitrio judicial hacía sostener al Superior Tribunal, con anterioridad a la indexación de las deudas, que la cuestión atinente a la tasa de interés era una cuestión de hecho ajena a la vía de inaplicabilidad. Afirmaba por entonces el Superior Tribunal: “Los jueces de la instancia ordinaria tienen facultades soberanas para decidir en materias de tasas de interés habida cuenta de que se trata de una cuestión de hecho y que no existe una norma con pautas generales de aplicación y sí únicamente las reglas insertas en el Código Civil que no proporcionan montos ni límites de las tasas.” (Ac. 21.957 “Giulli, Concepto (suc.) contra Diorio, Roberto A. y otro Indem. daños y perjuicios”, AyS 1976-II, pág. 80).



Así entonces pareciera que, no mediando en el presente reajuste por inflación, debiera emerger nuevamente esa doctrina (conf. Morello-Sosa-Berizonce, Códs. Procs. En lo Civil y Comercial de la Pcia. y de la Nación, T. III, 2da. Ed. reelaborada y ampliada, Librería editora Platense-Abeledo Perrot 1988; pág. 543).



8. A todo evento, y en esta particular materia y circunstancias, se pone al juzgador en el trance de reflexionar en torno al aforismo de Aristóteles: Amicus Plato sed magis amicus veritas. Sin olvidar que la filosofía aristotélica tuvo mayor respeto y abrevó más en las fuentes de su maestro de lo que algunos manuales de historia de la filosofía han pretendido insinuar.



Mas sea de ello lo que fuere, parafraseando a un autor que dedicó su vida al estudio de la filosofía irania, lo primero que tenemos que comprender cuando la situación intelectual se desarrolla como si tuviera que enfrentarse a cosas desligadas de lo verdaderamente sustancial y que se comportan como si flotaran en la corriente de un río, es que puede presentarse este dilema: o bien arrojarse a la corriente o bien luchar contracorriente. Ninguna de estas actitudes son testimonio de una auténtica formación ni contribuyen a ella. No se trata de luchar contra un pasado moribundo ni de asumir un  pasado muerto. Se trata más bien de comprender lo que una vez hizo posible este pasado, lo que hizo que sucediera, lo que fue su porvenir. Recobrar ese posible es comprender si ese pasado tiene todavía porvenir; pero es preciso no ceder a la ilusión de que la decisión viene impuesta por las cosas. La decisión del futuro incumbe a cada hombre, depende de la manera en que se comprende a sí mismo, de su rechazo o aceptación de un nuevo nacimiento (Henry Corbin, “Avicena y el relato visionario”, Paidós Orientalia, Barcelona, 1995, p. 24). 



Mutatis mutandi, esta reflexión se aplica también al todo social, no para resucitar cosas muertas, pero tampoco para mantener artificialmente con vida lo que ya perdió su savia. Convocar al pasado no es un ejercicio de historia, es preguntarle qué tiene hoy para decirnos. 



Este breve exordio, puede mostrarse como exagerado para la materia a tratar, pero revela el clima en el que entiendo ha de analizarse la cuestión. Y no solamente ésta.



Por eso la breve recensión que haré respecto de algunos momentos claves de la “historia de la tasa de interés” podrá ayudar a dirimir una lectura del presente y lo que éste tiene para decirnos.



En otras palabras, volver la mirada a los motivos que llevaron a la aplicación de la tasa pasiva y compararlos con los que siempre se consideraron para la aplicación de la activa nos ayudará a disolver el espejismo que mantiene vivo algo que entendemos murió, y que si bien pudo dar sus frutos hace diecisiete años, no puede mantenerse indefinidamente. Negar la realidad no ayuda. Desentenderse de ésta y de los mecanismos normales de cualquier sistema –cuya legitimidad no está ahora en discusión- sólo puede ser una solución transitoria, pero como decían los antiguos, a la larga la naturaleza se venga. El corset, la muleta pueden ser una ayuda transitoria, pero si no se los remueve cuando el diagnóstico lo aconseja, llevan a la atrofia del organismo.



No es ajeno a lo dicho, el reclamo permanente de una sociedad que alienta a vivir en la normalidad y que el juez no puede desoír. Concibo mi tarea como la magna función de dar a cada uno lo suyo, tengo por cierto que esta tarea no puede desarrollarse como un ciego apego a la ley, que la materia permite discreción, un margen de arbitrio y libertad a fin de ajustar la decisión al caso y teniendo en miras los efectos generales que pueda provocar, mas adelanto que como en tantas otras respuestas, la que diera Vélez Sársfield al proyectar esta norma deslumbra por su justeza y previsión y desaconseja incurrir en una especie de activismo judicial que se aleje de esa perspectiva.



Partiremos entonces por el momento cardinal, su justificación, seguiremos con sus avatares, volveremos la mirada a los clásicos y su interpretación de la norma en examen y por último a las voces actuales que exhortan a su retorno, confrontándolas con la doctrina del Superior.



9. Para comenzar entonces por el momento crítico, la sanción de la ley 23.928 y sus normas complementarias y su repercusión en esta cuestión, resulta clarificador transcribir a Borda:



“Normalmente las sentencias que condenan al demandado a pagar una suma de dinero, incluyen en la condena la obligación de pagar intereses. Antes de la sanción de la ley 23.928 se aplicaba la tasa activa, es decir, la tasa que cobraba el Banco de la Nación en sus operaciones de descuento a treinta días. Una tasa tan elevada se justificaba en épocas de alta inflación, porque esos intereses cubrían no sólo la compensación por el uso del dinero, sino también la desvalorización de éste.”



“Después de la sanción de dicha ley, los tribunales aplicaron diversos criterios: unos se mantuvieron con el criterio de aplicar la tasa activa, en tanto que otros aplicaron la tasa pasiva, es decir la que paga el Banco Nación a los depositantes en plazo fijo. La Corte Suprema decidió la cuestión, resolviendo que debía aplicarse la tasa pasiva; más aún, declaró procedente el recurso extraordinario interpuesto contra las sentencias que aplicaban la tasa activa, con lo cual la jurisprudencia ha quedado uniformada.”



“Las razones en que se apoya el Alto Tribunal, son a nuestro juicio, incontestables. La desindexación perseguida por la ley de convertibilidad mediante la prohibición y eliminación de toda reglamentación o convención que disponga la indexación de una deuda, quedaría desvirtuada por la aplicación de la tasa de interés activa, ya que ésta, especialmente a partir de la vigencia de la ley 23.928, ha superado sustancialmente los índices de precios al consumidor, por lo que de aplicarla no mantiene incólume el contenido económico de la condena, sino que genera en el patrimonio del acreedor, un enriquecimiento incausado; y agregó el Tribunal que es inadmisible un instrumento en reemplazo de la indexación que por vía de intereses desmedidos pudiera acentuar nuevamente el proceso inflacionario con grave daño para la comunidad; máxime cuando al hacerlo se pueda entorpecer a las autoridades políticas de la Nación en su decisión de solucionar de modo profundo y no meramente sintomático los problemas monetarios del país.”



“Y justamente porque establecer tasas activas importa admitir una indexación encubierta, que la ley 23.928 ha prohibido, los fallos que la establecen importan una violación a la ley, por lo que se justifica que la Corte haya dado curso al recurso extraordinario y anulando las sentencias que las admitían.”



“Para facilitar la labor de los jueces, el decreto 529/91, art. 8 dispuso que el Banco de la Nación está obligado a publicar mensualmente la tasa pasiva promedio.” (Tratado de Derecho Civil, Obligaciones, I, parágrafo 493-2, págs. 400/401).



Como vemos, la normalidad con anterioridad a la sanción de la ley 23928 era que las sentencias aplicaran la tasa activa, en palabras del autor citado “la tasa que cobraba el Banco de la Nación en sus operaciones de descuento a treinta días”.



10. Sin embargo, pese a lo que dice el autor, tal tasa no quedaba justificada porque se trataba de épocas de alta inflación, con lo que venían a cubrir la desvalorización del dinero. 



Por el contrario, en épocas de alta inflación se optó por proceder a la indexación; fue significativo, el plenario de la Cámara Nacional Civil de fecha 9 de setiembre de 1977 en los autos “La Amistad S.R.L. c. Iriarte, Roberto C., publicado en LL, 1977-D, Sección Jurisprudencia, pág. 1 y ss.; criterio que luego se extendió a las deudas dinerarias optándose seguidamente por fijar lo que se dio en denominar un interés puro que en términos generales se fijaba en un 6 u 8% anual (ver a modo de ejemplo los mismos fallos citados por el Dr. De Lázzari en su voto parcialmente transcripto: Ac. 22308, 22-3-77, AyS 1977-I pág. 448 y sigs.; Ac. 21175, 23-9-75 AyS 1975 pág. 844 y sigs.; en el mismo sentido, CS diciembre 4-980 LL 1981-B 46 y jurisprudencia uniforme de la época) a fin de no superponer tasas que incluían la depreciación monetaria.



Los fallos que hasta entonces no reconocían indexación, aplicaban la tasa activa que por entonces oscilaba en el 120% anual (CNCom., Sala B, febrero 9-978, La Ley, 1978-B, 263; CNCom., sala B, julio 8-977, ED 74-260; CNCiv., Sala D, mayo 31-977, La Ley 1977-C 180, entre otros.) y aún mayores.



La actualización de las deudas fue lo que motivó que la Suprema Corte Provincial abriera la instancia extraordinaria por vía del recurso de inaplicabilidad de ley a fin de que no se incurriera en demasía, al indexar y superponer la tasa de interés bancaria (Ac. 21.957 ya citado).



11. No es ninguna novedad ni tampoco puede hoy reprocharse (es fácil prever lo que va a pasar el domingo con el diario del lunes) que la jurisprudencia de nuestros más altos tribunales al prohijar la aplicación de la tasa pasiva tuvieron en miras “blindar” una política desindexatoria que venía a dar remedio a décadas de inflación e hiperinflación que estrangulaba el desarrollo del país y por eso fue aplaudida por Borda, por ejemplo.



Pero es del caso preguntarse si ello subsiste y aún más si la propia Corte Nacional lo mantiene.



Como señala un fallo de la Suprema Corte bonaerense, su doctrina –pionera también en lo que respecta a la incidencia por la depreciación monetaria conforme los fallos ya citados- fue anterior al fallo dictado por la Corte Nacional en la causa “YPF c/Provincia de Corrientes y ot.”, 3-3-92, 1992-I 569 (ver voto del Dr. Mercader, en causa Ac. 49.439, 31-08-1993).



Se anticipó así nuestro Superior a la consideración del máximo Tribunal Nacional y las razones las dio entonces.



Mas luego éste volvió sobre sus fueros en el citado caso “Sudameris” devolviendo a los tribunales inferiores su ámbito de competencia y declarando que la cuestión no era federal.



No solamente ello, sino que en algunos pronunciamientos optó por aplicar la tasa activa (vgr.: “Entidad Binacional Yacyretá c/Misiones, Provincia de s/Expropiación, 12-11-96, Fallos 319-2788; “S.M.C. c/Pcia. Bs. As”, diciembre 15-998,- LL -1999-D, pág. 534; “G.C. M. c/Provincia de Santa Fe”, 2003/04/10, LL 2003-D, pág. 521; “Banco de la Provincia de Buenos Aires c/López, Ernesto F.”, 2003/08/05, publicada en Suplemento Especial Revista La Ley, Intereses, Julio 2004, pág. 141). 



12. Así las cosas, no pensamos que sea un sofisma traer a colación las enseñanzas de nuestro Superior Provincial cuando señala que “Los órganos jurisdiccionales no deben perder de vista que una de las finalidades de la casación es la uniformación de la aplicación del derecho objetivo. Y en nuestro país, si bien es cierto que no hay un Tribunal de Casación strictu sensu (como es el caso de España y Francia), no lo es menos que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ejerce esta tarea a través de la vía recursiva extraordinaria”.



“Es obvio -entonces- que la suprema función revisora de la actividad jurisdiccional que ejercita la casación, busca tanto controlar la observancia del derecho objetivo, como prohibir que por los desvaríos de una decisión que no se ajusta a derecho, se afecte la unidad interpretativa, que por razones de conveniencia social y política debe presidir a la función judicial (Geny, Francisco, “Método de interpretación y fuentes del derecho privado positivo, Reus, Madrid, 1925, pág. 642).”



“La seguridad jurídica y la igualdad se robustecen a través de este campo de impugnación. Decía Carnellutti que la `uniformidad busca certeza, en torno a cada precepto de derecho se constituye un halo de normas jurisprudenciales (cuasi-normas o sub-normas)...´.



“Si las mismas reglas jurídicas se aplican de distinto modo en un país, se produce una inseguridad, que no es conveniente. De ahí que además que compartir, en este caso, la doctrina del más Alto Tribunal de Justicia, propongo el plegamiento de mis colegas a dicha posición, para evitar que ocurra de lo que se quejaba Blas Pascal, que una cuestión judicial sea ‘verdad de un lado de los Pirineos, mentiras allende’. Ello sin perjuicio de que en determinadas problemáticas cada Juez decida libremente según su leal saber y entender” (SCBA, Ac. 55.654 S 17-10-1995, voto del Dr. Hitters, AyS 1995 III, 840; JUBA, sum B23531).



Así, la propia Corte Nacional invita a considerar con alguno de sus pronunciamientos el tipo de tasa a aplicar a lo que se suman los argumentos consecuentes de la doctrina legal que parecieran permitirlo, conforme lo ya dicho y como luego se verá.



13. Cabe ahora sí, volver a escuchar a los clásicos y a la jurisprudencia más que centenaria, a fin de que nos ayuden a desentrañar esta aporía y dar respuesta a lo que propuse como volver a la normalidad.



Antes de las épocas aciagas de nuestra economía recién revistadas, la tasa que se aplicaba era la tasa activa o de descuento del Banco oficial por considerarse que ella reflejaba lo que prescribía el artículo 622 citado.



Apenas hagamos un somero repaso de la doctrina y jurisprudencia de aquella época, nos encontramos con esa solución. Así el maestro Salvat enseñaba: “Este interés, llamado vulgarmente interés corriente o bancario, se determina por el tipo ordinario que el Banco de la Nación cobra en los descuentos que hace a sus clientes. Suele variar, según las condiciones económicas del país entre el 7 y el 8%.”



“El interés corriente bancario, se calcula según la tasa del banco oficial, que en las jurisdicciones provinciales es la del Banco de la provincia respectiva.” En nota a dicho párrafo cita jurisprudencia de la Corte Nacional que se remonta al año 1881 y que fue seguida por numerosos fallos. 

Explica el autor que este sistema de reglamentar los daños y perjuicios moratorios presenta dos características: 1º que en las obligaciones comunes el acreedor, para poder obtener daños y perjuicios moratorios, debe probar el perjuicio que el retardo le ha causado. En las obligaciones de dar sumas de dinero, esta prueba no es necesaria; la fórmula de la ley: “el deudor debe”, concebida en términos imperativos lo demuestra suficientemente; 2º en las obligaciones comunes el monto de los daños y perjuicios no está determinado de antemano; depende de la valuación que se haga judicialmente. En las obligaciones de dar sumas de dinero, por el contrario, los daños y perjuicios consisten en una suma determinada de antemano, sea ésta el interés convencional, sea el interés corriente.” (agrego, esto es, la tasa de descuento o tasa que cobra el banco oficial, o tasa activa).



Cuando explica esta doble derogación al derecho común lo fundamenta en que de este modo se aventa la incertidumbre, cerrando todo otro camino a la posibilidad de probar en qué hubiera empleado el acreedor el dinero que se le debía y cortando así estas dificultades. Sostiene que al adoptar este criterio la ley obra racionalmente: si se trata de intereses convencionales ellos representan la estimación del perjuicio que el retardo en el cumplimiento de la obligación podía causarle, hecho por las partes mismas; si se trata de los intereses corrientes, el punto de vista es este: que el acreedor ha podido obtener en plaza en préstamo, el dinero debido por el deudor, pagando ese interés; luego, su perjuicio consiste precisamente en el monto de él.



Anticipándose a futuras soluciones en contrario aclara: el interés como indemnización única en las obligaciones de dar sumas de dinero, puede responder lo mismo al concepto de daño emergente que al de lucro cesante. 



Cita en apoyo de su posición a la doctrina francesa (ver nota 173). Ello así por ser la legislación francesa la fuente tomada por nuestro codificador.



Como muestra puede citarse a Planiol- Ripert, Derecho Civil Francés, volumen 7, quienes sostienen los mismos argumentos, mas al quejarse de la tasa fijada por entonces en la legislación de aquel país afirman: “Sin embargo, sería más justo, en este plano, tomar como interés legal un tipo que dependiera del fijado para el descuento por el Banco de Francia” (op. cit. p. 191, Ed. Cultural S.A., La Habana). Consejo que fue seguido por nuestro codificador conforme la nota artículo al 622, al expresar que se abstuvo de proyectar el interés legal porque varía tan de continuo en la República y porque es muy diferente el interés de los capitales en los diversos pueblos.



La postura de Salvat (Salvat-Galli, Derecho Civil Argentino, Obligaciones en General, Tipográfica Editora Argentina, 1952, volumen I, parágrafos 487-88 y sigs.) es compartida por Lafaille, Obligaciones, Biblioteca Jurídica Argentina, 1927, T. II, parágrafo 287; Busso, Código Civil Anotado, Ediar S.A. Editores, 1951, T. IV, comentario artículo 622, quien al fundamentar la tasa que aplica la jurisprudencia sostiene que “Es lógico que se tengan en cuenta los intereses que el Banco cobra, y no los que el Banco paga, porque aquella es la tasa a la que deberá someterse el acreedor que por no tener su dinero a tiempo haya tenido que recurrir al crédito”, citando para ello a Colmo, Obl. 3, nº 431. Del mismo modo se pronuncia Rezzónico (“Estudio de las Obligaciones en nuestro Derecho Civil”, Depalma, 1961, v. 1, p. 953).



14. No escapa al análisis que por entonces no había una brecha tan pronunciada como la actual entre las llamadas tasas pasiva y activa. El llamado spread. Pero eso no quita fundamento a lo expuesto. Por el contrario, lo refuerza. Condenar a quien se ajusta a derecho a cobrar la tasa pasiva, imponiéndole hacerse cargo de dicha brecha, violenta su derecho a obtener las pérdidas e intereses que la mora del deudor le provocara y que el legislador previó para tal trance.



Más allá de la justicia del caso y de la sujeción a la ley que este criterio asume –y que el legislador no ha estimado conveniente modificar (ver al respecto Barbero, Intereses Monetarios, Ed. Astrea, Buenos Aires 2000, capítulo I, parágrafo 19 y Capítulo II; del mismo autor “Interés moratorio ¿Por qué el deudor moroso debe pagar un interés menor?, La Ley 2008-E, 1114) lo que se propicia tampoco contraviene los fines de la política económica, v. gr. desalentar la inflación –y si lo hiciera, como se dijo, basta que el legislador sancione la tasa que estime correspondiente dentro de su esfera de atribuciones-; menos aún consagra un enriquecimiento sin causa para el acreedor: la medida de sus daños está dada por el interés corriente. Por el contrario, es el deudor moroso quien obtiene tal enriquecimiento.



A lo recién afirmado cabe agregar que por el contrario, la única norma vigente y que siempre se aplicó por analogía es la del art. 565 del Código de Comercio. 



Así Llambías: “Cuando no hay convención sobre intereses, en materia comercial, rige el art. 565, segunda parte, del Código de Comercio, según el cual siempre que en la ley o en la convención se habla de intereses de plaza o intereses corrientes, se entiende los que cobra el Banco Nacional.”



“En materia civil, los tribunales se atienen por analogía, a la misma directiva, y liquidan los intereses moratorios, a falta de estipulación contractual, con arreglo a la tasa que cobra el Banco de la Nación en sus operaciones de descuento (Tratado de Derecho Civil, Obligaciones II-A, pág. 214).



Y así lo afirma con toda actualidad Julio César Rivera, “Determinación de la tasa de interés por vía de un fallo plenario”, pto. 3, en Revista de Derecho Privado y Comunitario, 2001-2 “Obligaciones Dinerarias. Intereses”, Rubinzal-Culzoni Editores, Buenos Aires, 2001.


15. Huelga extenderse sobre la variedad de razones, además de las apuntadas, que se esgrimen para retornar a la tasa de interés de descuento que aplica el Banco de la Provincia de Buenos Aires (entre otros así se ha expedido doctrina y jurisprudencia: Cám. Nac. de Apelaciones en lo Civil, 14/11/2006, “Velázquez Mamani c. José M. Alladio e Hijos S.A. y ots”, LL 2007-B, 147, con nota de Osmar S. Domínguez-Marcos Fernández; Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Rosario, sala III, 15/04/2008, “Drogo, Gloria A.c/HSBCBank Argentina S.A., La Ley on line); Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mar del Plata, sala II, “Zibecchi, Pablo c/Trama, Fabián y ots. s/Ds. Ps”, 168-1133, 21-06-07; Juan José Casiello, “Sobre los intereses moratorios judiciales”, LL 1994-B, p.94; Roberto Loustaunau, “Apuntes sobre las tasas de interés que admite la Justicia”, LL 1994-E, Sec. Doctrina, pág. 1363; Atilio Aníbal Alterini, “La Corte Suprema y la tasa de interés: ¿De un quietus a un mobilis?”, LL 1994-C, Sección Doctrina, p. 801; Alberto D. Molinario, “Del interés lucrativo contractual y cuestiones conexas”, ED-43, pág. 1155; Domínguez, Osmar S., “¿Tasa activa o pasiva?, LL, Sup Act. 28/10/2008,1; XIX Jornadas Nacionales de Derecho Civil realizadas en Rosario en 2003: doctrina y jurisprudencia citadas). 



16. Pero volviendo a las razones que llevaron a aplicarla en la provincia (punto 6 de este considerando) cabe señalar: 



16.1. Que como lo sostuviera el Dr. Roncoroni en Acuerdo de 19 de abril de 2006 en la causa ya citada 77.434, aunque si bien al analizar la aplicación del inciso b) del art. 54 del Dec. Ley 8904/77: “¿Con qué norma colisiona, acaso, el inc. b citado? Se alega que con el art. 7 de la ley de convertibilidad, que prohíbe la indexación, y además, deroga las normas, disposiciones reglamentarias y hasta contractuales, que establezcan sistemas de actualización monetaria, indexación, etc.”



“Ahora bien, para entender que esta derogación genérica cubre el caso del inc. "b" del art. 54 citado, hay que afirmar que él establece un sistema de indexación o actualización monetaria. Pero este requisito fundamental falla, porque el inciso que se refiere a la actualización es el "a" y no el "b".



“El obstáculo que he mencionado es tan claro, que no podía pasar desapercibido a la tesis de la derogación implícita. Se agrega entonces que si bien el inc. "b" no prevé indexación, sino intereses, lo que sucede es que esos intereses implican una indexación encubierta. Cuando hay inflación, se razona, es casi invariable que los intereses suban para compensarla, con lo cual, se concluye, hay una forma de indexación. El problema de este argumento es que conduce a rechazar todo interés como forma de indexación encubierta, y no sólo el de la tasa de descuento. Porque lo normal es que todos los intereses suban cuando hay inflación. El argumento entonces, no sirve para sustituir la tasa de descuento (tasa activa) del inc. "b" con una tasa de plazo fijo (tasa pasiva), sino a rechazar cualquier tasa de interés.”



“Recuérdese además, que también los precios aumentan, y eso no está prohibido por la ley de convertibilidad. Pues bien, el interés es el precio del dinero, es la cantidad que debo pagar para conseguir una suma ahora, y poder devolverla en algún momento futuro. Esas variaciones de precios, las de los automóviles, computadoras, tornillos o dinero, no están alcanzadas por la prohibición de indexar de la ley de convertibilidad. Y no están prohibidas porque no son indexación.”



“Un interés tan elevado que lo convierta en usurario, podrá estar en todo caso, en contradicción con el art. 953 del Código Civil, o haber resultado de la lesión de los derechos de la contraparte, conforme al texto añadido al art. 954 del mismo Código por el dec. ley 17.711/1968. Pero que el interés cubra y supere a la inflación no lo convierte en una indexación encubierta.”



“No es entonces la tasa del interés, más alta o más baja, lo que puede merecer objeciones en base a la ley de convertibilidad. Ello, del mismo modo que no es el precio de un bien, más bajo o más alto, lo que puede ser contrario a esa ley.”



“Lo que en cambio sí pudo haberse calificado como una suerte de indexación son los pactos o las disposiciones legales que se remiten a la evolución de la tasa en el mercado. Aquí sí, como en la indexación, se fija un valor con referencia a otro: en este caso no un índice general, sino a una tasa o promedio de tasas. Admito que esta modalidad, llamada "tasa variable", sí tiene una semejanza con la indexación que no es sólo superficial. En efecto, el resultado negativo que se adjudica a la indexación es el de propagar automáticamente las subas de precios, cuando en realidad tal aumento puede no estar justificado en todos los sectores. Pues bien, similar efecto negativo tiene la modalidad de tasa variable, en este caso, propagando los aumentos de tasas.”



“He incurrido en esta breve digresión sobre cuestiones económicas, porque la honestidad intelectual obliga a reconocer que alguna razón tienen los que ven ciertas semejanzas entre nuestro tema (los intereses) y la indexación. Sólo que el parecido o relación no se da por ser la tasa activa o pasiva, sino en el caso de operaciones a tasa variable, modalidad que puede emplearse con cualquier tasa.”



“Sin embargo, más allá de esta semejanza o efecto comparable, lo cierto es que la propia ley de convertibilidad 23.928 declara expresamente la validez de las operaciones a tasa variable (parte final del art. 623 del Código Civil, modificado por la ley citada).”



“Resumiendo entonces, la tasa activa o la tasa pasiva pueden subir o bajar, como cualquier otro precio y ello no viola la ley de convertibilidad. Tampoco niega esa ley que se haga remisión a una tasa variable, pues al contrario, lo admite expresamente.”



En síntesis, toda tasa de interés sea pasiva o activa –y como también ocurre en la fijación de otros precios- siempre contiene la variable de una posible depreciación monetaria, mas ello no significa violentar la mentada prohibición de indexar, del mismo modo lo entienden en dicho fallo el Dr. De Lázzari y la Dra. Kogan a quienes se agrega el Dr. Domínguez quien introduce no solamente el interrogante de si el decreto 941/1991 puede obligar a una determinada interpretación del Código Civil sino que además correctamente sostiene que el mismo faculta y no impone al juez una determinada tasa de interés.



A este argumento incontrovertible cabe agregar que el citado decreto al incorporar este párrafo al artículo 8 del decreto 529/91 prescribe: “de modo de mantener incólume el contenido económico de la sentencia”. Y es ello lo que en las actuales circunstancias no se mantiene y merece atención. 



16.2. Pero más importante aún, en la actualidad no subsiste el fundamento que se diera para sustentar la doctrina legal en el sentido que la denominada tasa activa tiene incorporado –además de lo que corresponde al precio del dinero- un plus constituido por el costo financiero propio de las entidades que se dedican a la intermediación de capitales y que obviamente no pesan sobre la actora. Costo que, en nuestra economía resulta desproporcionado por el sobredimensionamiento del sistema bancario y financiero. (del voto del Dr. Mercader, en el Acuerdo ya citado 49.439 del 31 de agosto de 1993).



Además de ser un hecho notorio que no hay hoy tal sobredimensionamiento, ello fue afirmado por el propio Presidente del Banco Central en declaraciones recientes al señalar: “Hoy estamos mucho más sólidos frente a las turbulencias porque tenemos un sistema financiero más pequeño” (declaraciones brindadas por Martín Redrado al diario El Litoral.com, edición del 23 de agosto de 2007).



En otras palabras, no existe sobredimensionamiento del sistema financiero, con ello pierde actualidad este argumento -el alto spread habrá que buscarlo en todo caso en otras razones- y también el argumento concomitante dado en el sentido que “cualquier institución bancaria le hubiese abonado única y exclusivamente la tasa pasiva vigente al momento de la inversión o sus sucesivas renovaciones.” Ya que nada lo constriñe al acreedor a depositar el dinero debido en un banco ni aseverar hoy que esa es una inversión ordinaria a su alcance, ni tampoco se altera la finalidad del artículo 622, que como largamente expusimos, lejos de ello, comprende un modo resarcitorio distinto al común. El acreedor no tiene que demostrar cuáles fueron sus pérdidas e intereses. Éstos vienen determinados por una específica previsión del Código Civil al sistematizar la materia. 



16.3 De ese modo pierde virtualidad también el tercer argumento. Se insiste, según el sistema del Código Civil, el modo de resarcir las pérdidas e intereses en las obligaciones de dar sumas de dinero se aparta de las disposiciones comunes respecto del régimen de daños y el acreedor no necesita probarlos sino que se estatuyen ex lege; tampoco -en principio- podrá introducir otras pérdidas e intereses puesto que ese es el que se le asigna por las razones ya apuntadas y que bien desarrollara Salvat y fuera ampliado últimamente por autores como Barbero en la obra citada.



En síntesis, propicio que en aplicación del artículo 622 del Código Civil 1er párrafo segundo supuesto, se aplique la tasa activa que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento a 30 días, salvo supuestos de excepción en que lo amerite el caso en tratamiento. 



17. Lo desarrollado, se torna más patente en el caso de autos en razón de la materia en examen.



En efecto, ha de tenerse presente que la cuota alimentaria está destinada a cubrir las necesidades básicas del peticionante. 



Como sostiene Bossert, (Régimen Jurídico de los Alimentos, 2da. Edición actualizada y ampliada, Ed. Astrea, Buenos Aires, 2004, pág. 3): “No obstante que la prestación alimentaria tiene entidad económica, el derecho y la obligación alimentaria correlativas no tienen un objeto o finalidad de esa índole; es decir, no se pretende la satisfacción de un interés de naturaleza patrimonial, sino que, fundado el vínculo obligacional alimentario en la relación de familia (art. 499 Cód. Civ.), su finalidad es permitir al alimentista, cónyuge o pariente, satisfacer sus necesidades materiales y espirituales, con la extensión que corresponda según el supuesto. Es por ello que, concretamente, en estos casos cabe afirmar que la obligación alimentaria tiene carácter asistencial”.



El alimentado entonces, por la propia naturaleza de la obligación carece de recursos para sustituir la falta de percepción del dinero en término, por lo que el cobro tardío de las cuotas alimentarias, lo obliga a recurrir a alguna forma de crédito que conlleva el interés corriente de plaza (vía préstamo, uso de tarjetas de crédito, interés punitorios por deudas que pudo haber contraído para el pago de impuestos y servicios, etcétera; v. Olga Castillejo de Arias, “Los jueces vuelven las cosas a su lugar”, Colegio de Abogados y Procuradores de Mendoza, www.tribunet.com. ar). 



En tales términos, la tasa activa es la que más se adecua para dar justa respuesta a los efectos de la mora. 



18. Secundariamente, la aplicación de la tasa pasiva no sólo no resarce al alimentado sino que tampoco desalienta la morosidad del incumplidor.



En efecto; “con la aplicación de la tasa pasiva (cuyos índices están por debajo de los niveles inflacionarios) resulta más barato al incumplidor litigar que pagar, se premia al moroso y se induce al incumplimiento con el consecuente aumento del índice de litigiosidad” (conf. Andrade, Antonio, “Necesaria aplicación de la tasa activa en ejecuciones alimentarias”, www.eldial.com).



Ha de considerarse asimismo que en la mayoría de los casos los destinatarios de la cuota alimentaria, como en el de autos, resultan ser menores de edad, debiendo observarse su superior interés; y la aplicación de la tasa activa es la que mejor los protege (conf. Andrade, Antonio, artículo citado supra).



Destaco por último que con fecha 26/04/2007 la Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial de Mercedes Sala I, resolvió aplicar la tasa activa en juicio de ejecución de alimentos atrasados (“G.I.E. c/L.P.A s/Alimentos, 111.185).



Propicio en consecuencia, confirmar la resolución de f. 166 con la modificación expresada en cuanto al momento en que comenzarán a correr los intereses moratorios (11 de noviembre de 2006) y en cuanto a que la tasa aplicable es la activa que cobre el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento a 30 días, debiéndose por la instancia de origen practicar oportunamente nueva liquidación de acuerdo con las pautas expuestas explicitando los índices y períodos correspondientes (art. 36 2) de la Constitución Provincial; Convención sobre los Derechos del Niño, ley 23849, arts. 3, 4, 5, 6, 18, 27, 28; arg. arts. 264, 265, 267, 271, 272; 622 Código Civil). 



En cuanto a las costas, atento el principio imperante en la materia según el cual ha de protegerse la incolumnidad de la prestación alimentaria, propugno también imponerlas al recurrente (arts. 68 CPC; 265 y 267 Código Civil).



Por las consideraciones expuestas y con los alcances aquí fijados, a la primera cuestión planteada voto por la AFIRMATIVA.



A LA MISMA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR LOIZA DIJO:



No obstante el ilustrado voto del colega preopinante, he de adherir tan sólo parcialmente a su propuesta al Acuerdo.



Así concuerdo con sus expresiones vertidas, a excepción de aquellas que van del punto “5” al “16” inclusive del apartado III de dicho voto.



En lo relativo a las razones que llevan a propugnar en éste caso la tasa activa (numeral “17” del apartado III) debo afirmar que no obstante el inveterado criterio contrario a su aplicación que ha venido sosteniendo esta Cámara en la materia, el voto precedente amerita una profundización del análisis sobra la tasa aplicable específicamente en lo relativo a los alimentos.



En esa línea el destino que los alimentos por definición tendrán, amerita que su sustancia no sufra alteración alguna (conf. art. 8 2do. párrafo dec. 529/91).



Así los intereses moratorios, por su carácter resarcitorio, deben mantener incólume la obligación incumplida, reparando las consecuencias del incumplimiento (daño emergente) (arts. 508 y 622 CC).



En el caso de los alimentos –y más específicamente en autos donde desde la fecha de demanda hasta la del dictado de sentencia no se estipularon intereses moratorios- esas consecuencias no pueden pensarse que consistan en la privación de un lucro derivado del interés que hubiera recibido el acreedor por invertir el capital a plazo fijo.



Es que no parece razonable equiparar al acreedor de alimentos con un simple inversionista de un capital dado. Por el contrario, la sana crítica indica que dichas sumas son consumidas en forma total y que para obtenerlas debe el alimentante recurrir al crédito en sus diversas modalidades.



A mayor abundamiento cabe destacar que la presente temática no ha sido abarcada por la conocida doctrina legal de SCJBA, tal como el Dr. Capalbo se encarga de destacar al citar la sentencia de la Sala I de la prestigiosa Cámara de Mercedes.



Por todo ello así estimo adecuado fijar para el caso de autos la tasa que cobra el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento a 30 días, sin perjuicio de su eventual morigeración en aquellos casos que resulten lesivos a los arts. 18, 953 y 1071 del CC; adhiriendo así y por estos fundamentos al voto preopinante.



Con las aclaraciones vertidas voto por la AFIRMATIVA.



A la misma cuestión planteada el señor juez Doctor Garate votó en igual sentido por análogos fundamentos a los consignados en el voto del Dr. Loiza.



A LA SEGUNDA CUESTION PLANTEADA EL SEÑOR JUEZ DOCTOR CAPALBO DIJO:


Corresponde I) confirmar la resolución de f. 166 con la modificación expresada en cuanto al momento en que comenzarán a correr los intereses moratorios (11 de noviembre de 2006) y en cuanto a que la tasa aplicable es la activa que cobre el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento a 30 días, debiéndose por la instancia de origen practicar oportunamente nueva liquidación de acuerdo con las pautas expuestas explicitando los índices y períodos correspondientes (art. 36 2) de la Constitución Provincial; Convención sobre los Derechos del Niño, ley 23849, arts. 3, 4, 5, 6, 18, 27, 28; arg. arts. 264, 265, 267, 271, 272; 622 Código Civil); II) Imponer las costas al recurrente (arts. 68 CPC; 265 y 267 Código Civil); difiriéndose la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 dec. ley 8904).



ASI LO VOTO.



A la misma cuestión planteada el señor juez doctor Loiza votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



A la misma cuestión planteada el señor juez doctor Garate votó en igual sentido por los mismos fundamentos.



Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente:



S E N T E N C I A

Necochea, 05 de febrero de 2009.



VISTOS Y CONSIDERANDO: Por los fundamentos expuestos en el precedente acuerdo, I) Se confirma la resolución de f. 166 con la modificación expresada en cuanto al momento en que comenzarán a correr los intereses moratorios (11 de noviembre de 2006) y en cuanto a que la tasa aplicable es la activa que cobre el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de descuento a 30 días, debiéndose por la instancia de origen practicar oportunamente nueva liquidación de acuerdo con las pautas expuestas explicitando los índices y períodos correspondientes (art. 36 2) de la Constitución Provincial; Convención sobre los Derechos del Niño, ley 23849, arts. 3, 4, 5, 6, 18, 27, 28; arg. arts. 264, 265, 267, 271, 272; 622 Código Civil); II) Las costas se imponen al recurrente (arts. 68 CPC; 265 y 267 Código Civil); difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 dec. ley 8904). Notifíquese al Sr. Asesor de Menores. Notifíquese personalmente o por cédula (art. 135 CPC). Devuélvase.FDO. SRES. JUECES DRES. OSCAR ALFREDO CAPALBO-FABIAN MARCELO LOIZA-HUMBERTO ARMANDO GARATE-Dra. Daniela Mabel Pierresteguy- Reg. int. 02 (S).
